
CIRCULAR

DE:
DIRECCIÓN Y SUBDIRECCIÓN DE LA DEFENSA PÚBLICA.

PARA:
DEFENSORES Y DEFENSORAS PÚBLICAS, COORDINADORES DE OFICINA, ASISTENTES JURÍDICOS, INVESTIGADORES Y PERSONAL ADMINISTRATIVO.

FECHA: 
23 DE NOVIEMBRE DEL 2010.   
· DESIGNACIÓN DE INTÉRPRETES Y TRADUCTORES NECESARIOS PARA ACTOS PROCESALES NO LE CORRESPONDE A LA DEFENSA PÚBLICA.

· HONORARIOS DE INTÉRPRETES Y TRADUCTORES NO DEBEN CARGARSE AL PRESUPUESTO DE LA DEFENSA PÚBLICA.

En virtud de diversas consultas, se aclara que la designación de intérpretes y traductores para actos procesales en general, incluyendo la visita carcelaria, en los que deba participar la persona imputada representada por la Defensa Pública, es obligación del Ministerio Público o del Tribunal correspondiente, así como también se informa que los honorarios de éstos no corresponden ser cargados al presupuesto de la Defensa Pública pues sus funciones son distintas a las de un perito o un consultor técnico requerido y financiado directamente por esta institución.
En relación con el tema de los intérpretes o traductores, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (ratificada por Costa Rica el 8 de abril de 1970) en su numeral 8.2. inciso a) especificó que toda persona inculpada de algún delito tiene el derecho de ser asistido gratuitamente por un traductor o intérprete si es que su idioma materno es distinto al español y precisamente quien está obligado a brindar esta asistencia es el Estado, que deberá procurar además que la misma se extienda durante todo el proceso penal. 
El Código Procesal Penal establece en los artículos 14, 82 y 215 que si quien está siendo inculpado por un delito, no comprende adecuadamente el idioma oficial, se le deberá designar de oficio un traductor o intérprete, por lo que es la policía judicial, el Ministerio Público o los jueces, según corresponda, los obligados a informar a la persona imputada sobre sus derechos y consecuentemente a gestionar la designación de un intérprete o traductor, cuando corresponda. 

Otras normas que revisten mucha relevancia para el tema en concreto son las reglas n° 32 y 58 de las Reglas de Brasilia, ya que explícitamente en ellas se señala que en cualquier acto judicial y etapa del proceso, se deberá garantizar un intérprete cuando la persona sometida al proceso judicial no conozca la lengua oficial y además se deben adoptar las medidas necesarias para reducir las dificultades de comunicación que afecten la comprensión del acto judicial en el que participe una persona en condición de vulnerabilidad, respectivamente.

Si en la designación del traductor o intérprete, se le exige a la Defensa Pública hacerse cargo de estos menesteres o sufragar los honorarios de estos, deberá comunicarse de inmediato a la Subdirección de la Defensa Pública y a la Contraloría de Servicios de la jurisdicción correspondiente para que se tomen las medidas oportunas. 

El Defensor y Defensora Pública deberán verificar que en aquellos casos en los que se esté acusando a una persona indígena cuyo idioma materna sea diferente al idioma español,   que no comprenda o hable el idioma español o con diversidad cultural,  no solo se le proporcione un traductor o intérprete, sino que también el Estado cumpla con su obligación de adoptar todas las medidas pertinentes para adecuar los procedimientos a efectos de que la vida, la identidad, las creencias y el bienestar espiritual –entre otros aspectos- de esta persona no se vean vulnerados innecesariamente (Según artículo 30.1. del Convenio n°. 169 de la Organización Internacional del Trabajo con base en el tratamiento hacia los pueblos indígenas).  

En aplicación de la normativa ya indicada, en los casos en los que la persona imputada sea una persona indígena, los defensores y defensoras públicas, deberán verificar el nombramiento de un interprete-traductor que la asista durante todo el proceso y en su defecto solicitar dicho nombramiento, velando además porque de acuerdo con las posibilidades, en aquellos casos en los que sea una mujer la usuaria acusada, el nombramiento recaiga en una mujer interprete o traductora, atendiendo los patrones culturales propios que regulan la vida de los pueblos indígenas en nuestro país Así mismo, de acuerdo al caso en concreto, deberá solicitar la realización del peritaje antropológico o del peritaje cultural, según corresponda, a fin de determinar si los elementos objetivos y subjetivos del tipo penal que se acusan, están relacionados con la cosmovisión del pueblo indígena al que pertenece la persona usuaria. 

Por otro lado, de conformidad con lo estipulado en los artículos 14, 126 y 216 del Código Procesal Penal,  el defensor o defensora pública que de acuerdo a criterios de estrategia procesal, requiera la designación de un intérprete o traductor, de un consultor técnico o de un perito distinto al nombrado por el Ministerio Público o el tribunal, planteará la solicitud ante la Subdirección de la Institución, que será la instancia que valorará la procedencia de la misma, para posteriormente realizar los tramites administrativos correspondientes. 

Finalmente es obligación de los Coordinadores y Coordinadoras verificar que esta circular sea de conocimiento de todas las personas que laboren en sus respectivas oficinas, tanto las ya nombradas como las que lleguen a incorporarse respectivamente.

Atentamente,

Licda. Marta Iris Muñoz Cascante

Directora de la Defensa Pública

MIMC
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